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Sincelejo, Sucre 10 de febrero de 2025
 
SEÑOR:
JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO
E. S. D.
 
Referencia: PROCESO ORDINARIO LABORAL
Radicado No: 70001310500120230009300
Demandante: ANDRES JOSE GUEVARA CORCHO
Identificación: 6857808
Demandado: COLPENSIONES
 
ASUNTO: MEMORIAL CONCEPTO COMITÉ DE CONCILIACIÓN
 
 
 
Juliana Urbiña Bustamante, mayor de edad, identificada con la Cedula de Ciudadanía No. 1.104.428.195 de San
Marcos, Sucre, abogada en ejercicio con T.P. No. 306.165 del C.S. de la J., actuando como Apoderada Sustituta de
la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, tal como consta en el poder que
obra en el Expediente, me permito aportar CERTIFICACIÓN No. 088952023, emitido por la SECRETARIA
TÉCNICA DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN Y DEFENSA JUDICIAL, dentro del proceso de referencia, en el
cual la entidad demandada, manifiesta NO PROPONER FORMULA CONCILIATORIA,  esto con el fin de que se
tenga en cuenta en la audiencia de conciliación a celebrar.
 
 
ANEXOS
 
- Certificación No. 088952023, de la Secretaria Técnica del Comité de Conciliación y Defensa Judicial.
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Respetuosamente,
 
JULIANA URBIÑA BUSTAMANTE
C.C N° 1.104.428.195 de San Marcos, Sucre
T.P N° 306.165 del C.S. de la J.
Abogada Externa
Organización Jurídica MV S.A.S 
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Sincelejo, Sucre 10 de febrero de 2025 

 

SEÑOR: 

JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO 

E. S. D. 

 

Referencia: PROCESO ORDINARIO LABORAL 

Radicado No: 70001310500120230009300 

Demandante: ANDRES JOSE GUEVARA CORCHO 

Identificación: 6857808 

Demandado: COLPENSIONES 

 

ASUNTO: MEMORIAL CONCEPTO COMITÉ DE CONCILIACIÓN 

 

 

 

Juliana Urbiña Bustamante, mayor de edad, identificada con la Cedula de 

Ciudadanía No. 1.104.428.195 de San Marcos, Sucre, abogada en ejercicio 

con T.P. No. 306.165 del C.S. de la J., actuando como Apoderada Sustituta 

de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, tal como 

consta en el poder que obra en el Expediente, me permito aportar 

CERTIFICACIÓN No. 088952023, emitido por la SECRETARIA TÉCNICA DEL COMITÉ 

DE CONCILIACIÓN Y DEFENSA JUDICIAL, dentro del proceso de referencia, en 

el cual la entidad demandada, manifiesta NO PROPONER FORMULA 

CONCILIATORIA,  esto con el fin de que se tenga en cuenta en la audiencia 

de conciliación a celebrar. 

 

 

ANEXOS 

 

- Certificación No. 088952023, de la Secretaria Técnica del Comité de 

Conciliación y Defensa Judicial. 

 

 

Respetuosamente, 

 

 
JULIANA URBIÑA BUSTAMANTE  

C.C N° 1.104.428.195 de San Marcos, Sucre 

T.P N° 306.165 del C.S. de la J. 

Abogada Externa 

Organización Jurídica MV S.A.S   
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Sincelejo, Sucre, Febrero de 2025. 

 

 

Señores 

JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO 

E. S. D. 

 

REFERENCIA:     ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 

DEMANDANTE:     ANDRES JOSE GUEVARA CORCHO 

DEMANDADO:      ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

RADICADO:  70001310500120230009300 

 

 

 

ASUNTO: SUSTITUCIÓN PODER 

 

 

JOSE DAVID MORALES VILLA, identificado civil y profesionalmente como 

aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de representante legal 

de la ORGANIZACIÓN JURIDICA Y EMPRESARIAL MV S.A.S. persona jurídica 

legalmente constituida e identificada con NIT 900.192.700-5, quien a su 

vez funge como apoderado de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, a través de Escritura Pública No. 3376 de fecha 02 de 

septiembre de 2019 otorgada ante la Notaría Novena (09) del Circuito de 

Bogotá, con mí acostumbrado respeto acudo a su Despacho para manifestar 

que, en cumplimiento del citado mandato clausula segunda, SUSTITUYO EL 

PODER CONFERIDO a la Dra. JULIANA URBIÑA BUSTAMANTE, identificada con 

cedula de ciudadanía 1.104.428.195 de San Marcos y portadora de la 

tarjera profesional de abogado No. 306.165 del Consejo Superior de la 

Judicatura para que realice las actuaciones necesarias para la defensa 

judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, 

Empresa Industrial y Comercial del Estado con carácter financiero. 

 

El abogado sustituto queda investido de las mismas facultades otorgadas 

en el mandato principal conforme a los arts. 74 y 77 del Código General 

del Proceso, y en los términos del poder conferido al suscrito. 

 

Sírvase a reconocer personería a la abogada sustituta en la forma y 

términos conferidos en este mandato. 

 

Atentamente,                                                        

 

 

 

 

JOSE DAVID MORALES VILLA 

C.C. No.73.154.240                                                

T.P. No. 89.918    

Rep. Legal Organización Jurídica 

MV S.A.S. 

Apoderado Colpensiones                    

Acepto la Sustitución, 

 

 

 

 

JULIANA URBIÑA BUSTAMANTE  

C.C. No. 1.104.428.195 de San 

Marcos 

T.P. No. 306.165 del C. S. de la 

J. 

 



















































                     Cámara de Comercio de Cartagena
            CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
             Fecha de expedición: 13/01/2025 -  5:16:03 PM
 
                Recibo No.: 0009616552           Valor: $00

                CÓDIGO DE VERIFICACIÓN: fVklpkdepQHlcidj
------------------------------------------------------------------------
Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a
http://serviciosvirtuales.cccartagena.org.co/e-cer     y    digite    el
respectivo  código, para  que visualice la imagen generada al momento de
su  expedición.  La  verificación se puede realizar de manera ilimitada,
durante  60  días  calendario,  contados  a  partir  de  la  fecha de su
expedición.
------------------------------------------------------------------------

CON FUNDAMENTO EN LA MATRÍCULA E INSCRIPCIONES EFECTUADAS EN EL REGISTRO
               MERCANTIL, LA CÁMARA DE COMERCIO CERTIFICA:

                  NOMBRE, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO

Razón social:                  ORGANIZACION  JURIDICA  Y  EMPRESARIAL MV
                               S.A.S.

Sigla:                         MV ORGANIZACION JURIDICA

Nit:                           900192700-5

Domicilio principal:           CARTAGENA, BOLIVAR, COLOMBIA

                               MATRÍCULA

Matrícula No.:                       09-238895-12
Fecha de matrícula:                  04 de Enero de 2008
Último año renovado:                 2024
Fecha de renovación:                 15 de Marzo de 2024
Grupo NIIF:                          GRUPO II.

                               UBICACIÓN

Dirección del domicilio principal: EL  LAGUITO  AV.  EL RETORNO DG. 1B #
                                   1-872 ED. LAURA PRIMER PISO LOCAL 1
Municipio:                         CARTAGENA, BOLIVAR, COLOMBIA
Correo electrónico:                JOSEDMORALESV@MVORGANIZACION.COM
                                   CONTABILIDAD@MVORGANIZACION.COM
Teléfono comercial 1:              6796481
Teléfono comercial 2:              3017566964
Teléfono comercial 3:              No reportó
Página web:                        No reportó

Dirección para notificación judicial: EL LAGUITO AV. EL RETORNO DG. 1B #
                                      1-872  ED. LAURA PRIMER PISO LOCAL
                                      1
Municipio:                            CARTAGENA, BOLIVAR, COLOMBIA
Correo electrónico de notificación:   CONTABILIDAD@MVORGANIZACION.COM
                                      JOSEDMORALESV@MVORGANIZACION.COM
Teléfono para notificación 1:         6796481
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Teléfono para notificación 2:         3017566964
Teléfono para notificación 3:         No reportó

La  persona  jurídica  ORGANIZACION  JURIDICA Y EMPRESARIAL MV S.A.S. SI
autorizó  para  recibir  notificaciones  personales  a  través de correo
electrónico,  de conformidad con lo establecido en los artículos 291 del
Código    General    del  Proceso  y  67  del  Código  de  Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo

                             CONSTITUCIÓN

CONSTITUCION: Que por Documento Privado del 4 de Enero de 2008, otorgado
por  el  Constituyente en Cartagena, inscrito en esta Cámara de Comercio
el  4  de  Enero de 2008 bajo el número 55,467 del Libro IX del Registro
Mercantil,   se  constituyó  una  Empresa  comercial  del  tipo  de  las
Unipersonal denominada:

   ORGANIZACION JURIDICA  Y EMPRESARIAL JOSE DAVID MORALES VILLA E.U.

                          REFORMAS ESPECIALES

Que  por  Acta  No.  02  del  19  de Enero de 2018, correspondiente a la
reunión  de  Asamblea de Accionistas celebrada en Cartagena, inscrita en
esta  Cámara  de  Comercio el 25 de Enero de 2018 bajo el número 137,794
del  Libro IX del Registro Mercantil, la sociedad cambió su razón social
por:

               ORGANIZACION JURIDICA Y EMPRESARIAL MV S.A.S.

Que  por  Documento  Privado  del  02  de  Abril  de  2012,  otorgado en
Cartagena,  inscrito  en  esta Cámara de Comercio el 04 de Abril de 2012
bajo  el  número  87,521 del Libro IX del Registro Mercantil, la empresa
unpersonal  se  convirtio  a sociedad por acciones simplificadas bajo la
denominación de:

  ORGANIZACION JURIDICA Y EMPRESARIAL JOSE DAVID MORALES VILLA S.A.S.

                          TERMINO DE DURACIÓN

VIGENCIA: Que la empresa no se halla disuelta y su duración indefinida.
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                             OBJETO SOCIAL

OBJETO  SOCIAL:  La  sociedad  tendrá como objeto principal la asesoría,
consultoría  e  interventoría de estudios y proyectos tanto en el sector
público  como  en el sector privado. Tales asesorías podrán versar sobre
asuntos  públicos  de  derecho,  tales  administración  pública, régimen
disciplinario,    contratos    estatales,    hacienda  pública,  carrera
administrativa  función  pública  ordenamiento territorial, contabilidad
pública,  reestructuraciones  administrativas, acciones públicas, manejo
de  información  y  archivos  de  las  entidades  en software, planes de
desarrollo,  elaboración  de  presupuestos  públicos,  asesoramientos en
mecanismos   alternativos  en  solución  de  conflictos,  elaboración  y
asesoría  en planes de ordenamiento territorial y urbanismo; elaboración
de  planes  de  incentivos  y  bienestar  social  en entidades públicas,
elaboración  y asesoramiento en planes de capacitación y adiestramiento,
representación  y  asesoría en recaudo de impuestos y tributos públicos,
interventoría  de obras y de manejo ambiental, elaboración de estudios y
asesorías  en  asuntos  sobre  aspectos  de  la  administración pública,
edición y publicación de monografías, libros impresos y obras virtuales;
representación  judicial  y  gubernativas  de  las  entidades  públicas,
asesoramiento  a  cooperativas  de  entidades públicas y asociaciones de
municipios.    La    empresa    interactuará   a  través  de  su  equipo
interdisciplinario  de  trabajo y vía Internet, para lo cual contará con
una  dirección  de  correo electrónico. Realizar estudios y proyectos de
desarrollo  económico, social de planteamiento urbano e institucional de
factibilidad  técnica  y  económica en el sector público y/o privado. La
gerencia  de  proyectos,  así  como la promoción de los mismos, celebrar
consorcios  o  uniones  temporales de conformidad con lo establecido por
las disposiciones legales pertinentes. La prestación de los servicios de
estudios    estadísticos,    investigaciones    en   mercadeo,  campañas
publicitarias  de  toda índole, al igual que asesorias y consultorías en
mercadeo,  compraventa  así  como importación y exportación e igualmente
distribución    y  comercialización  de  bienes  y  servicios,  estudios
colectivos trabajos publicitarios y similares, desarrollo de estrategias
comerciales  sin  limitación  alguna.  La  sociedad  para desarrollar su
objeto  social  podrá  organizar  y  promover  entre  los accionistas el
servicio  que  se ha presentar a la comunidad nacional o internacional a
través de la contratación directa o indirecta y con otros profesionales.
Importar y exportar técnica ya sea intelectual o material para uso único
y  exclusivo  de  la  sociedad.  La  sociedad en desarrollo de sus fines
económicos podrá efectuar todos los actos relacionados con la asesoría y
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consultoría  directamente  o  por medio de sus colaboradores contratados
para  tal fin, en igual forma podrá actuar cuando se trate de asesoría y
consultoría    sirviendo  directamente  como  intermediaria,  servir  de
liquidador    de    sociedades   comerciales,  empresas  industriales  y
comerciales    del    estado,  sociedades  de  economía  mixta  ante  la
superintendencia    de    servicios    públicos    domiciliarios   y  la
superintendencia  nacional  de  salud, realización de cobros jurídicos y
prejurídicos  de  carteras  morosas  de entidades financieras del sector
público  y  privado,  de sociedades comerciales, mixtas extranjeras y de
entidades  pertenecientes a entes territoriales. La atención, conducción
y  seguimiento de procesos civiles, laborales, administrativos, penales,
actuaciones    administrativas   ante  autoridades  públicas  del  orden
nacional, la asesoría y consultoría especializada en todas las ramas del
derecho  a  particulares,  entidades  públicas  y privadas en especial a
asociaciones, fundaciones, sociedades comerciales, personas jurídicas de
derecho   público  tales  como  la  nación,  ministerios,  departamentos
administrativos,  superintendencias, empresas industriales y comerciales
del  estado, sociedades de economía mixta, empresas sociales del estado,
empresas  de servicios públicos, entidades intervenidas y en liquidación
tanto  públicas  como  privadas,  departamentos, municipios, distritos y
demás entidades territoriales así como a sus entidades descentralizadas.
Liquidar,  intervenir  y servir de promotor de sociedades comerciales en
liquidación y procesos de restructuración voluntarios y obligatorios. La
empresa   podrá  hacer  avalúos  y  peritazos  de  conformidad  con  las
disposiciones   legales  vigentes,  así  como  podrá  participar  en  la
explotación,  producción,  comercialización,  venta, compra de productos
agropecuarios  y  sus derivados. La persona jurídica podrá participar en
la  celebración  de  capacitaciones  e  impartir  charlas, conferencias,
organizar  congresos  técnicos,  profesionales  y  especializados en las
diferentes  ramas  del  conocimiento,  artes  y oficios, al igual que la
organización    y    promoción    de   eventos  deportivos,  culturales,
recreacionales  y  de  turismo incluidas las actividades de hospedaje en
hoteles,  residencia  y  moteles,  podrá  la  persona  jurídica explotar
establecimientos  de  comercio dedicados a la alimentación y al expendio
de  bebidas  alcohólicas,  explotar  el  transporte marítimo, terrestre,
fluvial   y  aeronáutico  de  personas  y  mercancías,  la  operación  y
explotación  de  parqueaderos,  estacionamiento,  estaciones de servicio
para  la  venta  de  combustibles  y  derivados del petróleo, llantería,
lavadero de carros y motocicletas. La persona jurídica podrá dedicarse a
la explotación de cualquier actividad económica con ánimo de lucro o sin
ánimo  de  lucro  siempre  y  cuando  esta  no contrarié la constitución
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política  y  la  ley, así como prestará asesoría en el área de inversión
extranjera,  contratación estatal, cooperación internacional y servicios
de  transporte,  aduanas  e  impuestos,  igualmente podrá dedicarse a la
administración de bienes muebles e inmuebles y en especial de empresas y
establecimientos  de comercio de cualquier índole. Para el desarrollo de
su  objeto  social y en cuanto se relacionen con los negocios que formen
parte    del  mismo,  la  empresa  podrá,  adquirir,  enajenar,  gravar,
administrar,  dar o tomar en arrendamiento a cualquier título toda clase
de  bienes, muebles e inmuebles Intervenir como acreedora o como deudora
en  toda  clase  de  operaciones  de  crédito,  o  proyectos fiduciarios
recibiendo  o  dando  las garantías del caso, cuando haya lugar a ellas,
girar,  aceptar,  endosar,  asegurar,  cobrar,  de  contar y negociar en
general  toda  clase  de  títulos  valores y cualquier clase de crédito,
celebrar con establecimientos de crédito toda clase de operaciones, como
depósitos,  prestamos,  descuentos,  giros  etc,; celebrar con compañías
aseguradoras,    cualquier  tipo  de  operaciones  relacionadas  con  la
protección    de   sus  bienes,  negocios  y  personal  a  su  servicio;
transformarse  en  otro  tipo legal de sociedad, escindirse o fusionarse
con  otras  sociedades,  celebrar contratos de cuentas en participación,
sea  como  participe  activa  o como participe Inactiva; formar parte de
otras    sociedades    que    se    propongan   actividades  semejantes,
complementarias  o accesorias a ellas, o absolver tal clase de empresas;
transigir y desistir o someterse a decisiones de árbitros o de amigables
componedores,  en  los  asuntos  en  los  cuales  tenga Interés frente a
terceros  y/o  a los empleados de la empresa; realizar inversiones en la
modalidad  de  renta  fija  o  variable; celebrar y ejecutar, en general
todos  los  actos y contratos preparatorios complementarlos y accesorios
de los anteriores, y los demás que sean necesarios o útiles para el buen
desarrollo  de  la  empresa  social.  La empresa no podrá ser garante de
terceros  sin  previa  autorización expresa del socio gestor. Así mismo,
podrá  realizar  cualquier  otra  actividad  económica  lícita  tanto en
Colombia  como  en  el  extranjero.  La sociedad podrá llevar a cabo, en
general,  todas  las  operaciones,  de  cualquier  naturaleza  que ellas
fueren,  relacionadas  con  el  objeto mencionado, así como cualesquiera
actividades similares, conexas o complementarias o que permitan

                                CAPITAL

QUE EL CAPITAL DE LA SOCIEDAD ES:         NRO. ACCIONES   VALOR NOMINAL

AUTORIZADO                  $300.000.000,00       3.000     $100.000,00
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SUSCRITO                    $200.000.000,00       2.000     $100.000,00
PAGADO                      $200.000.000,00       2.000     $100.000,00

                         REPRESENTACIÓN LEGAL

REPRESENTACION  LEGAL:  La  representación  legal  de  la  sociedad  por
acciones  simplificada  estará  a  cargo  de  dos  (2) persona natural o
jurídica  accionista  o  no,  los  cuales tendra las mismas facultades y
deberes  esteblecidos  en los estatutos de la misma, quienes actuaran de
manera  independientes,  tendrán un representante legal suplente con las
mismas  facultades,  designado  para  un  término  de  diez  años por la
asamblea general de accionistas.

FACULTADES   DEL  REPRESENTANTE  LEGAL:  La  sociedad  será  gerenciada,
administrada    y    representada    legalmente  ante  terceros  por  el
representante  legal,  quien no tendrá restricciones de contratación por
razón de la naturaleza ni de la cuantía de los actos que celebre. Por lo
tanto, se entenderá que el representante legal podrá celebrar o ejecutar
todos  los  actos  y contratos comprendidos en el objeto social o que se
relacionen  directamente  con  la  existencia  y el funcionamiento de la
sociedad.  El  representante  legal  se  entenderá  investido de los más
amplios  poderes para actuar en todas las circunstancias en nombre de la
sociedad,  con  excepción de aquellas facultades que, de acuerdo con los
estatutos,  se  hubieren  reservado  los  accionistas. En las relaciones
frente  a  terceros,  la  sociedad  quedará  obligada  por  los  actos y
contratos celebrados por el representante legal.
Que   los  representantes  legales  suplentes  pueden  actuar  de  forma
independiente  en  las  labores  de  representación  de la sociedad, sin
embargo,  no  podrán  celebrar contratos en cuantía superior a 50 SMLMV,
sin  autorización  previa  y  por  escrito  de  la  Asamblea  General de
Accionistas.

                             NOMBRAMIENTOS

CARGO                      NOMBRE                         IDENTIFICACION

REPRESENTANTE LEGAL        JOSE DAVID MORALES VILLA       C   73.154.240
PRINCIPAL                  DESIGNACION                

Por  Documento  Privado  del 02 de Abril de 2012, otorgado en Cartagena,
inscrito  en  esta  Cámara  de  Comercio  el 04 de Abril de 2012 bajo el
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número 87,522 del Libro IX del Registro Mercantil.

REPRESENTANTE LEGAL        ANIA PATRICIA VILLALBA    C 1.047.388.430
PRINCIPAL                  DIAZ 
                           DESIGNACION                

Por  Acta  No. 005 del 17 de Junio de 2019, correspondiente a la reunión
de  Asamblea  de  Accionistas  celebrada  en Cartagena, inscrita en esta
Cámara  de  Comercio  el  21 de Junio de 2019 bajo el número 151,443 del
Libro IX del Registro Mercantil.

REPRESENTANTE LEGAL        CARMEN CECILIA ANAYA            C  45.502.359
SUPLENTE                   VELASQUEZ                  
                           DESIGNACION                

Por Acta No. 02 del 19 de Enero de 2018, correspondiente a la reunión de
Asamblea  de Accionistas celebrada en Cartagena, inscrita en esta Cámara
de  Comercio  el 25 de Enero de 2018 bajo el número 137,795 del Libro IX
del Registro Mercantil.

                         REFORMAS DE ESTATUTOS

REFORMA:  Que  hasta  la  fecha  la  sociedad  ha sido reformada por los
siguientes documentos:

No.   mm/dd/aaaa           Origen           No.Ins o Reg    mm/dd/aaaa
      04/02/2012      Documento Privado        87,521       04/04/2012
02    01/19/2018      Asamblea Accionistas    137,794       01/25/2017
003   08/02/2018      Asamblea Accionistas    144,200       10/16/2018 
004   01/16/2019      Asamblea Accionistas    146,410       01/24/2019
005   06/17/2019      Asamblea Accionistas    151,442       06/21/2019
006   12/19/2019      Asamblea Accionistas    155,481       12/19/2019 

               RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN

De  conformidad  con  lo  establecido  en  el  Código  de  Procedimiento
Administrativo  y de lo Contencioso Administrativo y la Ley 962 de 2005,
los  actos  administrativos  de  registro, quedan en firme dentro de los
diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de inscripción, siempre que
no  sean  objeto de recursos. Para estos efectos, se informa que para la
Cámara de Comercio de Cartagena, los sábados NO son días hábiles.
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Una  vez interpuestos los recursos, los actos administrativos recurridos
quedan  en  efecto  suspensivo,  hasta  tanto los mismos sean resueltos,
conforme    lo   prevé  el  artículo  79  del  Código  de  Procedimiento
Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

            CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS - CIIU

Actividad principal código CIIU:  6910
Actividad secundaria código CIIU: 7020
Otras actividades código CIIU:    7490, 7710

                      INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA

                           TAMAÑO DE EMPRESA

De  conformidad  con lo previsto en el artículo 2.2.1.13.2.1 del decreto
1074  de  2015  y  la  Resolución  2225 de 2019 del DANE el tamaño de la
empresa es pequeña.

Lo  anterior  de acuerdo a la información reportada por el matriculado o
inscrito en el formulario RUES:

Ingresos por actividad ordinaria $2,317,234,338.00

Actividad económica por la que percibió mayores ingresos en el período -
CIIU: 6910

Este certificado refleja la situación jurídica registral de la sociedad,
a la fecha y hora de su expedición.

Este certificado cuenta con plena validez jurídica según lo dispuesto en
la  ley  527 de 1999. En él se incorporan tanto la firma mecánica que es
una  representación  gráfica  de la firma del Secretario de la Cámara de
Comercio  de  Cartagena,  como  la firma digital y la respectiva estampa
cronológica,  las cuales podrá verificar a través de su aplicativo visor
de documentos PDF.

Si usted expidió el certificado a través de la plataforma virtual, puede
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imprimirlo  con la certeza de que fue expedido por la Cámara de Comercio
de  Cartagena.  La  persona o entidad a la que usted le va a entregar el
certificado puede verificar su contenido, hasta cuatro (4) veces durante
60  días  calendario  contados  a  partir  del momento de su expedición,
ingresando   a  www.certificadoscamara.com  y  digitando  el  código  de
verificación  que  se encuentra en el encabezado del presente documento.
El  certificado  a  validar  corresponde  a  la  imagen  y contenido del
certificado  creado  en el momento en que se generó en las taquillas o a
través de la plataforma virtual de la Cámara.
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto 
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016. 

CERTIFICA 

RAZÓN SOCIAL: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES

 

NIT: 900336004-7 

 
NATURALEZA JURÍDICA:  Empresa Industrial y Comercial del Estado organizada como entidad financiera de 
carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo. Entidad sometida al control y vigilancia por parte de la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 
 

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Acuerdo No 2 del 01 de octubre de 2009  Se crea bajo la denominación 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES Colpensiones, tiene su domicilio 
principal en la ciudad de Bogotá, D.C.  La Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, se crea 
como una Empresa industrial y comercial del Estado del orden nacional, vinculada al Ministerio de la Protección 
Social, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente.

Acuerdo No 9 del 22 de diciembre de 2011  La Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, 
es una Empresa Industrial y Comercial del Estado organizada como entidad financiera de carácter especial, 
vinculada al Ministerio del Trabajo, con la finalidad de otorgar los derechos y beneficios establecidos por el 
sistema general de seguridad social consagrado en el artículo 48 de la Constitución Política de Colombia.

Oficio No 2012082076 del 28 de septiembre de 2012  , la Superintendencia Financiera  de Colombia no 
encuentra objeción para que Colpensiones inicie operaciones como Administradora del Régimen de Prima 
Media con prestación definida

Decreto No 2011 del 28 de septiembre de 2012  Articulo 1. Inicio de operaciones. A partir de la fecha de 
publicación del presente decreto, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones inicia operaciones 
como administradora de Régimen de Prima Media con Prestación Definida. Articulo 2. Continuidad en el 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida de los afiliados y pensionados en Colpensiones. Los afiliados 
y pensionados del Régimen de Prima Media con Prestación Definida administrado por el Instituto de Seguros 
Sociales (ISS), mantendra su condición en la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, así 
como los derechos y obligaciones que tiene el mismo régimen. Los afiliados del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida administrado por la Caja de Previsión Social de Comunicaciones -Caprecom, mantendrán 
su condición, derechos y obligaciones que tienen, en el mismo régimen administrado por Administradora 
Colombiana de Pensiones - Colpensiones, sin que ello implique una selección o traslado de régimen de Sistema 
General de Pensiones. Artículo 5 Pensiones Causadas. Las pensiones de los afiliados a la Caja de Previsión 
Social de Comunicaciones -Caprecom, causadas antes de la entrada en vigencia del presente decreto, serán 
reconocidas y pagadas por esta entidad, hasta tanto la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social - UGPP y Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional (FOPEP), 
asuman dichas competencias.

AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Decreto 2011 del 28 de septiembre de 2012

REPRESENTACIÓN LEGAL: La administración de la Administradora Colombiana de Pensiones - 

(Colpensiones), está a cargo del Presidente, quien será su representante legal. PARÁGRAFO 1. El Presidente 
de la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones), debrá cumplir con los requisitos de idoneidad 
exigidos por la Superintendencia Financiera de Colombia. Las ausencias temporales o definitivas del Presidente 
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serán suplidas por el Jefe de la Oficina Asesora de Asuntos Legales, cualquiera de los Vicepresidentes o por el 
Gerente de Defensa Judicial de la entidad, siempre que cumplan con los requisitos del cargo. (Acuerdo 007 del 
31 de agosto de 2021). FUNCIONES DEL PRESIDENTE. Son funciones del Despacho del Presidente de la 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, las siguientes: 1. Dirigir, coordinar, vigilar, 
controlar y evaluar la ejecución y cumplimiento de los objetivos, políticas, planes, programas y proyectos 
inherentes al desarrollo del objeto de COLPENSIONES, directamente, a través de tercerización de procesos, 
mediante corresponsales o cualquier otro mecanismo que permita mayor eficiencia en la prestación del servicio, 
expidiendo los actos administrativos que se requieran para tal efecto. 2. Ejercer la representación legal de la 
Empresa. 3. Delegar o constituir apoderados especiales para la representación judicial y/o administrativa de 
COLPENSIONES. 4. Dirigir la formulación y ejecución de políticas y estrategias relacionadas con el manejo de 
la información y la comunicación externa y organizacional. 5. Dirigir las políticas, programas, planes y proyectos 
para el relacionamiento con los diferentes grupos de interés de COLPENSIONES y el cumplimiento de los 
objetivos institucionales. 6. Dirigir la gestión comercial de la Empresa, que involucre el diseño de mercadeo, la 
divulgación y capacitación, la afiliación de nuevas personas y la administración y fidelización de quienes ya se 
encuentran afiliados. 7. Dirigir la gestión integral de servicio al cliente en caminada a la atención de los 
ciudadanos, empleadores, pensionados y demás grupos de interés que permitan satisfacer de forma efectiva, 
sus necesidades. 8. Impartir directrices para el diseño e implementación del Sistema de Administración Integral 
de Riesgos, de acuerdo a la normatividad legal vigente y someterlo a la aprobación de la Junta Directiva. 9. 
Dirigir las políticas que en materia de Gobierno Corporativo adopte COLPENSIONES. 10. Someter a 
consideración y aprobación de la Junta Directiva el proyecto anual de presupuesto, los proyectos de adición y 
traslados presupuestales, con arreglo a las disposiciones orgánicas y reglamentarias sobre la materia. 11. 
Presentar para aprobación de la Junta Directiva los estatutos de COLPENSIONES, sus modificaciones y las 
condiciones generales de carácter salarial y prestacional de los trabajadores oficiales de COLPENSIONES. 12. 
Presentar a consideración de la Junta Directiva y para aprobación del Gobierno Nacional, las modificaciones a 
la estructura y a la planta de personal de COLPENSIONES. 13. Someter a consideración y aprobación de la 
Junta Directiva los estados financieros y las operaciones de crédito de COLPENSIONES, de conformidad con 
las normas vigentes. 14. Someter a consideración y aprobación de la Junta Directiva el Código de Ética y Buen 
Gobierno, así como sus reformas o modificaciones, conforme a las disposiciones legales y reglamentarias 
aplicables, y disponer lo pertinente para su conocimiento y aplicación al interior de COLPENSIONES. 15. 
Desarrollar y dirigir el cumplimiento de las decisiones y acuerdos de la Junta Directiva, ejecutarlas y rendir los 
informes que le sea solicitados.16. Dirigir la ejecución presupuestal, comprometer y ordenar el gasto, suscribir 
los actos, y celebrar los contratos y convenios que se requieran para el normal funcionamiento de 
COLPENSIONES. 17. Nombrar y remover al personal de la Empresa que no corresponda a otra autoridad, 
dirigir los procesos de selección de personal, así como expedir los actos relacionados con la administración del 
mismo (tales como la distribución de personal, la suscripción y terminación de los contratos de trabajo, la 
expedición del manual de funciones y de competencias laborales y la creación o supresión de grupos internos 
de trabajo). La vinculación de los Vicepresidentes y los Jefes de Oficina de la Empresa deberá contar con la 
aprobación previa de la Junta Directiva. 18. Proponer para aprobación de la Junta Directiva, previo estudio 
técnico, la creación, supresión o fusión de Gerencias, Direcciones, Subdirecciones y Direcciones Regionales 
que se requieran para el cumplimiento de las funciones de la Empresa. 19. Crear, modificar o suprimir puntos de 
atención y corresponsales que se requiera para el cumplimiento del objeto social. 20. Recomendar a la Junta 
Directiva la aceptación de cesiones y subrogaciones con Empresas Públicas. 21. Presentar para aprobación de 
la Junta Directiva el manual de contratación, con sujeción a lo previsto en la Ley. 22. Ejercer la función de 
control disciplinario interno en los términos de la Ley 734 de 2002 o en las normas que lo modifiquen, adicionen 
o sustituyan. 23. Dirigir las políticas para el fortalecimiento y mantenimiento de la cultura de autocontrol, y la 
implementación, mantenimiento y mejora del Sistema Integrado de Gestión Institucional. 24. Dirigir las políticas 
de control de riesgos de lavado de activos y financiación del terrorismo y demás actividades ilícitas, aprobadas 
por la Junta Directiva de Colpensiones que sean necesarias para el cumplimiento de la Empresa. 25. Rendir 
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informes solicitados por las entidades de inspección, control y vigilancia y las demás autoridades a las cuales se 
les deba reportar información. 26. Las demás inherentes a la naturaleza de la dependencia, las establecidas por 
la Ley, los reglamentos o los estatutos. PARÁGRAFO TRANSITORIO. Facultar al Presidente de 
COLPENSIONES por única vez, para escoger y contratar de los servidores públicos que hoy ocupan cargos de 
Vicepresidentes y Directores de Oficina Nacional en forma permanente, que surtieron los procesos de selección 
propios de la Administradora y que fueron aprobados por la Junta Directiva, para ocupar los cargos de 
Vicepresidentes y Jefes de Oficina. (Acuerdo 106 del 01 de marzo de 2017). 
 Que ejercen la representación legal de la entidad y han sido registradas las siguientes personas: 

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO

Jaime Dussan Calderon 
Fecha de inicio del cargo: 26/01/2023

CC - 12102957 Presidente

Javier Eduardo Guzmán Silva 
Fecha de inicio del cargo: 21/12/2018

CC - 79333752 Suplente del 
Presidente (Sin 
perjuicio de lo 
dispuesto en el 
artículo 164 del 
Código de 
Comercio, con 
información 
radicada con el 
número 
2024086592-000-
000  del día 14 de 
junio de 2024, la 
entidad informa que, 
con Acta 004 del 30 
de abril  de 2024, 
fue removido del 
cargo de Suplente 
del Presidente . Lo 
anterior de 
conformidad con los 
efectos establecidos 
por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 
2003 de la 
Constitucional)

Suplente del 
Presidente (Sin 
perjuicio de lo 
dispuesto en el 
artículo 164 del 
Código de 
Comercio, con 
información 
radicada con el 
número 
2020289549-000 del 
día 1 de diciembre 

Oscar Eduardo Moreno Enriquez 
Fecha de inicio del cargo: 11/07/2019

CC - 12748173
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de 2020, que con 
documento del 12 
de noviembre de 
2020 renunció al 
cargo de Suplente 
del  Presidente y 
fue aceptada por la 
Junta Directiva en 
Acta 019 del 12 de 
noviembre de 2020. 
Lo anterior de 
conformidad con los 
efectos establecidos 
por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 
2003 de la 
Constitucional).

Diego Alejandro Urrego Escobar 
Fecha de inicio del cargo: 10/02/2022

CC - 79983390 Suplente del 
Presidente

María Elisa Moron Baute 
Fecha de inicio del cargo: 21/03/2019

CC - 49790026 Suplente del 
Presidente (Sin 
perjuicio de lo 
dispuesto en el 
artículo 164 del 
Código de 
Comercio, con 
información 
radicada con el 
número 
2024046843-000 del 
día 5 de abril de 
2024, la entidad 
informa que, con 
Acta 002 del 28 de 
febrero, fue 
removido del cargo 
de Suplente del 
Presidente . Lo 
anterior de 
conformidad con los 
efectos establecidos 
por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 
2003 de la 
Constitucional)

Efvanni Paola Palmariny Peñaranda 
Fecha de inicio del cargo: 08/08/2024

CC - 39763551 Representante 
Legal Suplente

Luis Alfredo Chaparro Muñoz 
Fecha de inicio del cargo: 09/05/2024

CC - 79278496 Representante 
Legal Suplente

7936335706800929

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
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CERTIFICACIÓN NO.  088952023 
 

 
 

La Secretaria Técnica del Comité de Conciliación y Defensa Judicial 
 

CERTIFICA 
 

Que tal y como consta en el Acta No. 095-2023 del 07 de junio de 2023 del Comité de Conciliación 
y Defensa Judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, respecto del caso 
ANDRES JOSE GUEVARA CORCHO identificado(a) con cédula de ciudadanía No 6857808, en proceso 
bajo radicado No 70001310500120230009300, quien pretende; determinar si a la parte actora le 
asiste o no el derecho a obtener por medio de sentencia judicial ejecutoriada reconocimiento y pago 
de pensión vejez, así mismo si a la parte actora le asiste o no el derecho a obtener la nulidad del 
traslado de régimen pensional, por consiguiente, la anulación de su afiliación al Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad – R.A.I.S., recuperación del Régimen de Transición consagrado en el 
artículo 36 de la ley 100 de 1993 y a su vez, si se condena o no a INVERSIONES GANADERAS AMO 
LTDA a reconocer y pagar a Colpensiones el cálculo actuarial o título pensional respectivo por el 
tiempo laborado por el acto con la entidad señalada desde el 05 de abril de 1992 hasta el 09 de 
agosto de 1992. dicho órgano decidió de manera unánime: 
 

NO proponer fórmula conciliatoria, en consideración a lo siguiente: 
 
 
No hay lugar a que prosperen las pretensiones incoadas en el libelo demandatorio, ya que para el 
caso en particular debemos tener en cuenta que las pretensiones de la demanda son encaminadas 
a que por parte de Colpensiones se reconozca una de su pensión vejez, se declare NULO Y/O 
INEFICAZ el traslado que realizó el demandante en el año 1994 a COLFONDOS y a su vez que se 
condene a la empresa INVERSIONES AMO LTDA a pagar a mi defendida un cálculo actuarial por 
considerar la parte demandante que existen unas semanas que no fueron cotizadas, lo cual no se 
encuentra llamado a prosperar bajo los siguientes preceptos:  
  
En primera medida, con respecto a la pretensión de declarar la nulidad de afiliación realizada por la 
parte demandante al RAIS, es preciso señalar que hasta el año 2016, los fondos privados cuentan 
exclusivamente con el consentimiento vertido en el formulario de afiliación, para probar el 
conocimiento y asentimiento del afiliado respecto del traslado, por cuanto las leyes que surgieron 
entre el año 1994 y 2016 no exigían nada diferente al documento de afiliación donde constaba la 
plena intención de pertenecer al Régimen de ahorro individual con solidaridad.  
  
Imponer cargas adicionales a las previstas en las leyes de la época se constituye en una situación de 
carácter imposible.  
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Además, como veremos más adelante para que la “voluntad” se vea afectada debe demostrarse la 
existencia de un vicio o fuerza capaz de anular el acto jurídico. Estos elementos evidentemente solo 
los puede aportar la demandante.  
  
De igual manera es pertinente indicar que de acuerdo al principio de la relatividad jurídica, los actos 
jurídicos en principio tienen efectos interpartes, en este caso entre la actora y en su momento 
COLFONDOS más no contra COLPENSIONES en calidad de tercero, por tanto, en cuanto a la decisión 
adoptada, esta entidad no debe ser favorecida ni perjudicada con la decisión adoptada, lo cual es 
importante ya que se debe garantizar el equilibrio financiero del sistema.  
  
Lo anterior, entendido desde el punto de vista de la inoponibilidad (mecanismo protector), en la 
ineficacia de un acto o la ineficacia de una nulidad frente a terceros. Es decir, que la ineficacia o 
nulidad, resultaría inoponible frente a terceros de buena fe como en este caso Colpensiones, a la 
par que la figura de la inoponibilidad constituye un mecanismo protector del derecho a la seguridad 
jurídica, que en el caso de Colpensiones se consolida por el tiempo en que aquellos afiliados 
permanecieron en el RAIS, aunado a que la seguridad jurídica que se deriva de la inoponibilidad 
pretende proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen alcance frente al 
principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la reserva pensional.  
  
De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como aquella que “valora 
la confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos negocios que se presentan 
objetivamente como válidamente celebrados”, raciocinio, que a su vez se deriva del principio de 
relatividad de los negocios jurídicos, es decir, que solo se producen efectos respecto de quienes 
voluntariamente participan de aquél.  
  
Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad civil, indica que la inoponibilidad no requiere de 
la validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo que es ineficaz entre las partes (como en 
este caso la afiliación al RAIS), si se tenga como eficaz frente al tercero de buena fe (en este caso 
Colpensiones). Así se ha dicho que: “cuyo caso no le interesa que no lo alcancen los efectos de un 
negocio válido e incontrovertible entre las partes, sino todo lo contrario, esto es que se tenga como 
válido frente a su calidad de tercero un negocio jurídico que carece de eficacia entre los 
celebrantes”.  
  
Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un negocio jurídico ineficaz, permite que sus 
efectos se mantengan ante un tercero de buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, que 
se mantengan los efectos de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones, para lo cual, se probará el 
desmedro patrimonial que sufre la reserva pensional del RPM en caso de resultarle oponible la 
ineficacia de los traslados irregulares al RAIS.  
  
Por lo tanto, la decisión judicial de declarar la ineficacia de traslado, repercute, en que se crea de 
manera injustificada y desproporcionada una obligación (con efectos patrimoniales) en cabeza de 
Colpensiones, quien administra los aportes de miles de pensionados y afiliados, y dicha medida para 
restablecer los derechos del afiliado, no pasaría el segundo criterio de la “necesidad”, toda vez que 
si existen otros medios menos lesivos para mantener los derechos del afiliado, y es que quien se 
deba hacer cargo de las prestaciones económicas que se deriven de la ineficacia sea la AFP, quien 
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ha administrado dichos recursos y ha generado los respectivos rendimientos, así mismo, al ponderar 
los bienes jurídicos en tensión, se podría demostrar que poner en cabeza de Colpensiones dicha 
responsabilidad, tiene un impacto más lesivo para la sostenibilidad financiera del sistema, 
evaluando diferentes variables, tales como: (i) que Colpensiones es la única administradora del RPM, 
que alberga una mayor número de pensionados cuyas pensiones se reconocen con subsidio de las 
arcas del Estado, de forma tal, que se estaría solventado con estos recursos, el desmedro económico 
ocasionado por particulares (AFP).  
  
Así pues, en caso contrario a los antes mencionado, se debe evaluar por los jueces la 
proporcionalidad de la medida que se adopta con la ineficacia del traslado, y ponderar los bienes 
jurídicos en tensión, para adoptar otra medida, consistente en que sea la AFP quien asuma las cargas 
económica, o que los dineros que se trasladen al RAIS, los devuelva conforme a un estudio actuarial 
que determine que con ellos se cubre en su integridad la prestación en los términos actuariales 
previstos para el RPM. Se pone en riesgo el derecho a la seguridad social de un mayor número de 
afiliados y pensionados.  
  
En ese sentido, el Juez Laboral no podría condenar en costas o intereses moratorios a Colpensiones 
toda vez que no participó en el acto que se declara nulo y/o ineficaz, y el sustento de la decisión 
guarda relación con una conducta desplegada por un tercero ajeno a la Administradora del Régimen 
de Prima Media.  
  
En ese orden de ideas, en cuanto a la conservación del Régimen de Transición la Corte Constitucional 
en Sentencia SU062-10 explicó “El tema de la posibilidad de traslado entre regímenes pensionales 
presenta particularidades importantes en el caso de las personas beneficiarias del régimen de 
transición pues, según el artículo 36 (incisos 4 y 5) de la ley 100 de 1993, la protección que otorga 
éste último se extingue cuando se escoge, inicialmente o por traslado, el régimen de ahorro 
individual, lo cual quiere decir que no se recupera por el ulterior cambio que se haga al régimen de 
prima media. Dice la disposición mencionada:  
  
“(…) Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al momento de entrar en vigencia el 
régimen tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años 
de edad si son hombres, no será aplicable cuando estas personas voluntariamente se acojan al 
régimen de ahorro individual con solidaridad, caso en el cual se sujetarán a todas las condiciones 
previstas para dicho régimen.  
  
Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen de ahorro individual con 
solidaridad decidan cambiarse al de prima media con prestación definida (…)”.  
  
En otras palabras, los beneficiarios del régimen de transición tienen libertad para escoger el régimen 
pensional al que se desean afiliar y también poseen la facultad de trasladarse entre ellos, pero la 
escogencia del régimen de ahorro individual o el traslado que hagan al mismo trae para ellos una 
consecuencia: la pérdida de la protección del régimen de transición. En ese sentido, estas personas, 
para pensionarse, deberán cumplir necesariamente con los requisitos de la ley 100 de 1993 según 
el régimen pensional que elijan y no podrán hacerlo de acuerdo con las normas anteriores, aunque 
les resulten más favorables.  
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Es evidente que, en el caso de las personas amparadas por el régimen de transición, el efecto del 
traslado tiene importantes repercusiones en el goce del derecho a la pensión de vejez y, por tanto, 
en el derecho fundamental a la seguridad social, ya que hace más exigentes las condiciones para 
acceder a la prestación referida. El traslado deja de ser entonces una simple cuestión legal y 
adquiere una relevancia constitucional innegable por estar en juego un derecho fundamental.  
Esta Corporación ha emitido varias sentencias acerca de esta situación.  
 
La primera vez en la cual se pronunció al respecto fue en la sentencia C-789 de 2002, con ocasión 
de una demanda de inconstitucionalidad contra los incisos 4 y 5 del artículo 36 de la ley 100 de 1993 
antes transcritos. El demandante argumentaba, básicamente, que tales normas eran contrarias a la 
Carta Política porque (i) vulneraban el artículo 58 al despojar a las personas del derecho adquirido 
consistente en pensionarse de acuerdo al régimen de transición y (ii) atentaban contra el artículo 
53 al permitir que los trabajadores beneficiados con el régimen de transición renunciaran al mismo 
al afiliarse o trasladarse al régimen de ahorro individual.  
 
La Sala Plena consideró que las disposiciones demandadas se ajustaban a la Constitución puesto 
que, en primer lugar, el derecho a obtener una pensión de acuerdo con el régimen de transición no 
es un derecho adquirido sino “apenas una expectativa legítima, a la cual decidieron renunciar 
voluntaria y autónomamente, para trasladarse al sistema de ahorro individual con solidaridad”. 
  
En segundo lugar, indicó que ni siquiera puede afirmarse que las normas acusadas frustren tal 
expectativa ya que sólo “se podría hablar de una frustración de la expectativa a pensionarse en 
determinadas condiciones y de un desconocimiento del trabajo de quienes se trasladaron al sistema 
de ahorro individual, si la condición no se hubiera impuesto en la Ley 100 de 1993, sino en un 
tránsito legislativo posterior, y tales personas se hubieran trasladado antes del tránsito legislativo”.  
 
Por último, precisó que “la protección constitucional a favor del trabajador, que le impide al 
legislador expedir normas que les permitan renunciar a ciertos beneficios considerados como 
mínimos no se refiere a las expectativas legítimas, sino a aquellos derechos que hayan sido 
adquiridos por sus titulares o a aquellas situaciones que se hayan consolidado definitivamente en 
cabeza de sus titulares”, razón por la cual tal prohibición no aplica en este caso al tratarse de 
expectativas legítimas y no de derechos adquiridos.  
  
Sin embargo, mi defendida procedió a estudiar el derecho pretendido, esto es, el reconocimiento y 
pago de una pensión vejez; ahora bien, conforme a la historia laboral que reposa en Colpensiones, 
la parte demandante acredita un total de 580, 57 semanas, que nació el 18 de junio de 1942 y que 
actualmente cuenta con 80 años de edad. Conforme a lo expuesto, la parte actora, argumenta ser 
beneficiaria del Régimen de Transición, a lo que es importante señalar que el artículo 36 de la ley 
100 de 1993 consagra el régimen de transición para aquellas personas que al momento de entrar 
en vigencia dicha norma tengan treinta y cinco o más años de edad si son mujeres o cuarenta o más 
años de edad si son hombres o 15 años de servicio, que para el caso del señor Andres Jose Guevara 
Corcho, al momento de la entrada en vigencia la ley 100 de 1993, es decir, al 01 de abril de 1994, 
contaba con 51 años de edad.  
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Que igualmente de conformidad en el parágrafo 4 transitorio del Acto Legislativo 01 del 22 de julio 
de 2005, el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, finaliza el 31 
de julio de 2010 y podrá extenderse hasta el año 2014 en los siguientes términos:  
 
“El régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho 
régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que 
estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en 
tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo (25 de julio de 2005), a los 
cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el año 2014”  
  
Frente a lo estipulado en el Acto Legislativo 01 de 2005, vale la pena resaltar que mediante la 
Sentencia T-798 de 2012 la Corte Constitucional manifestó: “(…) la jurisprudencia de esta 
Corporación ha sostenido que las modificaciones a los requisitos para obtener derechos sociales, 
económicos y culturales, deben estar acordes con los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad. Respecto de las modificaciones al régimen de transición del sistema general de 
pensiones, la Sala de Revisión encuentra que en el Acto Legislativo 01 de 2005 se establecieron 
medidas con el fin de mitigar el impacto de esas modificaciones sobre las personas próximas a 
pensionarse con base en requisitos de regímenes anteriores al sistema general de pensiones.  
  
En efecto, en el parágrafo transitorio 4° del artículo 1° del Acto Legislativo 01 de 2005, se estableció 
que el régimen de transición no podría extenderse más allá del 31 de julio de 2010. Sin embargo, 
para los beneficiarios del régimen de transición que estaban próximas a pensionarse con base en 
los requisitos de los regímenes a los que se encontraban afiliados antes de entrar en vigencia el 
sistema general de pensiones, la norma estableció como excepción que a estas personas se les 
mantendrán esos beneficios hasta el año 2014. Esta decisión hace diáfano el interés del 
Constituyente derivado de proteger las expectativas legítimas de los beneficiarios del régimen de 
transición.  
  
Los argumentos expuestos evidencian que además de que el límite a la aplicación del régimen de 
transición del sistema general de pensiones fue implementado por medio de una reforma 
constitucional, esa decisión se muestra, en principio, justificada y acorde con los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad. (…)”  
  
Teniendo en cuenta que, en el caso concreto, el demandante cumpliría el estatus pensional con 
posterioridad al 31 de julio de 2010, debiendo acreditar el requisito de completar las 750 semanas 
de cotización al 25 de julio de 2005, según lo preceptuado por el Acto legislativo de 2005, así las 
cosas, revisando la historia laboral, el mismo, no resultaría ser beneficiario de la extensión del 
régimen de transición toda vez que solo contaba con 736 semanas a la entrada en vigencia dicho 
acto.  
  
Conforme a lo anterior, se estudió el reconocimiento pensional con la ley vigente al momento que 
se solicita la misma, que, para el caso concreto, la norma aplicable es la ley 797 de 2003, la cual 
modificó la ley 100 de 1993.  
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Así las cosas, la Ley 100 de 1993, modificada por la ley 797 de 2003 establece que tendrán derecho 
a la pensión de vejez quienes cumplan con los siguientes requisitos:  
  
1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si es hombre. 
A partir del 1o. de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad 
para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.  
2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo. A partir del 1o. de enero 
del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 y a partir del 1º de enero de 2006 se 
incrementará en 25 cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el año 2015.  
  
  
Conforme a lo expuesto anteriormente y como se manifestó inicialmente, el hoy demandante 
cuenta con el requisito de edad exigido, es decir, 80 años de edad, pero no logró acreditar el número 
de semanas requeridas, pues sólo cuenta con 580,57 semanas, necesitando un mínimo de 1300 
semanas de cotización, razón suficiente para no tener derecho a lo pretendido.  
  
Ahora bien, la parte demandante alega la existencia de una mora patronal, precisamente por ese 
motivo, las normas establecen que la administradora de pensiones no es responsable de las 
prestaciones socioeconómicas sino a partir de la fecha de la inscripción o afiliación del trabajador.  
  
Por lo tanto, no existe el correspondiente registro de afiliación ni pagos por la totalidad de los 
periodos solicitados, en ese sentido era necesario el agotamiento de la solicitud ante la Gerencia de 
Ingreso por Aportes – Grupo de Calculo Actuarial que adelantara el respectivo cálculo actuarial si a 
ello había lugar, ya que esta es procedente en aquellos casos en que el empleador quien es la 
persona sobre la cual recae la obligación de cancelar los aportes pensionales a favor de su 
trabajador; omite llevar acabo la inscripción del empleado al régimen de pensiones, tal como lo 
establece el Decreto 3063 de 1989 en el cual estableció sobre el particular lo siguiente:  
  
“El artículo 70. Omisión en la inscripción del trabajador. Sin prejuicio de los establecido para el 
periodo de protección, la calidad de afiliado al régimen es requisito necesario para que una persona 
y sus derechos habitantes queden protegidos, de acuerdo con los reglamentos respectivos, contra 
las contingencias de enfermedad general y maternidad, invalidez, vejez, muertes, accidentes de 
trabajo, enfermedades profesionales y asignaciones familiares. Por lo tanto, el patrono que no 
hubiere inscrito a sus trabajadores estando obligado a hacerlo, deberá reconocerles a ellos y a los 
derechos habitantes, las prestaciones que el ISS les hubiere otorgado en el caso de que la afiliación 
se hubiere efectuado, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar.”  
  
“Artículo 71. Inscripción tardía. El instituto solo será responsable de las prestaciones económico – 
asistenciales propias del régimen de los seguros sociales obligatorios a partir de la fecha de 
inscripción. El empleador o patrono responderá por las prestaciones causadas con anterioridad a 
dicha fecha, en los términos señalados en el artículo anterior.”  
  
“Artículo 68. Parágrafo 2. La omisión en reportar una novedad, el error o la adulteración en los datos 
suministrados por el patrono, libera al ISS de las obligaciones correlativas, quedando sin efectos las 
obligaciones y derechos que se hubiesen originado de tales datos o novedades.”  
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En ese mismo sentido el artículo 57 del Decreto 1748 de 1995, modificado por el artículo 17 del 
Decreto 3798 de 2003 dispone:  
  
“(…) En el caso en que, por omisión, el empleador no hubiera afiliado a sus trabajadores a partir de 
la fecha de entrada en vigencia el sistema general de pensiones, o con anterioridad a dicha fecha no 
hubiera cumplido con la obligación de afiliarlos o de cotizar estando obligado hacerlo, el cómputo 
para la pensión del tiempo transcurrido entre la fecha de entrada en vigencia el Sistema General del 
Pensiones y la fecha de afiliación tardía solo será procedente una vez se entregue la reserva actuarial 
o el título pensional correspondiente, calculada conforme lo señala el Decreto 1887 de 1994 (…)”  
  
Así las cosas, y atendiendo la normatividad expuesta, se observa que si el empleador no afilió (o no 
reportó novedad de vínculo laboral) al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones a su 
empleado, deberá transferir el valor actualizado (calculo actuarial), a satisfacción de la entidad 
administradora, para que estos aportes le sean tenidos en cuenta como tiempo de cotización para 
efectos del eventual reconocimiento de alguna prestación pensional. Expresando que esta 
obligación se da por disposición del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, y que la misma está en cabeza 
y obligación del empleador, por cuanto este omitió uno de los deberes legales que tenía con su 
trabajador.  
  
Por otra parte, es necesario aclarar que la Administradora Colombiana de Pensiones - 
COLPENSIONES, en su calidad de administrador del Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida únicamente se encuentra facultada para realizar una labor de valoración de las pruebas 
documentales que se allegan al expediente pensional y con base en ellas determinar el 
cumplimiento de los requisitos dispuestos por el legislador y la jurisprudencia para que proceda el 
reconocimiento de las prestaciones económicas creadas por el Sistema General de Pensiones.  
  
Además, hay que precisar que la realización de un cálculo actuarial para un empleador se deriva de 
la omisión de este último de reporte a la administrara de pensiones de elección del trabador entre 
otras cosas el inicio y la terminación de la relación laboral, de tal suerte que si existe el referido 
reporte partir de ese punto en el que se generar obligaciones del empleador de realizar cotizaciones 
a la administradora de pensiones la cual le reporto la novedad, de lo contrario no podrá predicarse 
del empleador obligación en ese sentido, por lo tanto cuando hay omisión del mismo, de reportar 
dicha novedad, si bien podría eventualmente existir un incumplimiento de obligaciones derivadas 
de la relación laboral, no hay incumplimiento de las obligaciones frente a la administradora de 
pensiones, como quiera que no se generaron como consecuencia de la obligación del empleador 
del reporte de donde provienen las obligaciones relacionadas con la afiliación, tales como el pago 
de aportes.  
  
Es de precisar, que únicamente el empleador es quien debe hacer la solicitud del cálculo actuarial 
en aquellos casos en que omite la obligación de afiliar y cancelar los correspondientes aportes 
pensionales a favor de su trabajador.  
  
Al respecto el artículo 9 de la ley 797 de 2003 el cual modifico el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 
quedará así: 33. Requisitos para obtener la Pensión de Vejez. Para tener el derecho a la Pensión de 
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Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones En los casos previstos en los literales b), 
c),  
d) y e), el cómputo será procedente siempre y cuando el empleador o la caja, según el caso, 
trasladen, con base en el cálculo actuarial, la suma correspondiente del trabajador que se afilie, a 
satisfacción de la entidad administradora, el cual estará representado por un bono o título 
pensional.  
  
Conforme a las normatividades anteriormente explanadas y a su vez, a lo descrito, se observa que 
Colpensiones cumplió cabalmente con su obligación respecto a lo que era de su responsabilidad y 
que además este tampoco tendría derecho al reconocimiento y pago de una pensión vejez por no 
cumplir los requisitos exigidos para el mismo.  
  
Así mismo, las moras son aquellas omisiones de pago del empleador en las cotizaciones pensionales 
al fondo pensional. En Colombia existe una postura reiterada y uniformes, la cual previa una 
inscripción o afiliación al fondo pensional, se genera la obligación de dicho fondo a una persecución 
del cobro de las cotizaciones, generando con esto, que sean reconocidas las cotizaciones 
pensionales en mora, en el estudio pensional. Trasladando la obligación al fondo de su 
reconocimiento aun cuando no se hayan realizado los pagos por el empleador dado que esta cabeza 
del fondo velar que dichos pagos se realicen efectivamente.  
  
El artículo 24 de la Ley 100 de 1993, señala que corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las 
obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. 
Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, 
prestará mérito ejecutivo.  
  
En la SL 290 del 5 de febrero de 2020, en la cual se reitera la sentencia con radicado No. 37555 del 
23 febrero de 2010, citando:  
  
“Y en lo que atañe a la nueva construcción jurisprudencial que alude el censor, que tiene que ver 
con la responsabilidad de las administradoras del régimen de pensiones, frente a la omisión del 
empleador de su obligación de pagar los aportes, cuando ésta no utiliza las herramientas legales de 
cobro para realizar el recaudo efectivo de la cotización, es menester aclarar, que tal orientación 
doctrinaria no tiene aplicación en asuntos donde se presenta el incumplimiento en el deber de 
inscripción o afiliación del trabajador.”  
  
Cuando no hay mora de los empleadores en el pago de las cotizaciones, sino incumplimiento en su 
deber de inscripción, nos remontamos a la normatividad colombiana, dice El art. 75 de la Ley 90 de 
1946, según el cual, los empleadores que asuman todos o algunos de los riesgos de que trata la cita 
Ley, en relación con sus trabajadores, deberán garantizar el pago de las posibles prestaciones, que 
en tratándose de prestaciones a largo término, como pensiones de invalidez y vejez.  
  
Entonces se ordenaba tener unas provisiones para dicho pago, por cuanto si existe un soporte del 
vínculo laboral durante los periodos posteriores al año 1946, se crea la obligación de pagar esos 
cálculos actuariales a favor del trabajador, por los tiempos que este trabajara en la empresa 
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directamente , es decir que así no exista la inscripción al fondo pensional, el empleador pasaría a 
tener la responsabilidad de pagar dichas cotizaciones a través del cálculo actuarial al fondo 
pensional, al momento del reconocimiento pensional, para que dichas semanas también hagan 
parte del reconocimiento pensional. Lo que ha sido previsto por la normatividad así:  
  
El Art. 1º del Acuerdo 224 de 1966, que entró en vigencia el 1º de enero de 1967, establece que 
Empresas están obligadas a afiliar a sus trabajadores al Instituto de Seguros Sociales para los riegos 
de invalidez, vejez y muerte.  
  
El Art. 259 del C.S.T., señala en su numeral 2º que las pensiones de jubilación dejarán de estar a 
cargo de los empleadores cuando el riesgo correspondiente sea asumido por el “I.S.S.”, de acuerdo 
con la ley y dentro de los reglamentos que dicte el mismo instituto.  
  
El Art. 22 de la Ley 100 de 1993, señala que el empleador es responsable del pago de su aporte y del 
aporte del trabajador a su servicio, respondiendo por la totalidad del aporte, aun en el evento en 
que no se hubiese efectuado el descuento del trabajador.  
  
Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral también se ha pronunciado indicando que:  
  
 “el empleador que no afilie a su trabajador al sistema de seguridad social, incluso debido a la falta 
de cobertura del ISS, debe responder por las obligaciones pensionales frente a sus trabajadores, 
máxime cuando se trata de períodos en que aquellas estaban a su cargo (CSJ SL17300-2014, CSJ 
SL4072-2017 y CSJ SL10122-2017 reiterada en la SL 5541 de 2018). De igual manera, ha señalado 
que lo dispuesto en los literales c) y d) del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el 
artículo 9.º de la Ley 797 de 2003, disposiciones que establecen que las entidades de seguridad 
social pueden tener en cuenta el tiempo servido, como tiempo efectivamente cotizado, con la 
obligación correlativa del empleador de pagar el título pensional que corresponda por los tiempos 
omitidos, son aplicables a las pensiones que se otorguen en virtud del régimen de transición (CSJ 
SLSL9856-2014 y CSJ SL068- 2018 reiterada en la SL 5541 de 2018). Atendiendo tal criterio 
jurisprudencial.”  
  
Entonces le corresponde al empleador efectuar los respectivos aprovisionamientos para realizar las 
cotizaciones ante el Seguro, una vez ésta Entidad asumiera dicho riesgo a partir de enero de 1967, 
siendo a partir de esta fecha una obligación vincular a los trabajadores a la seguridad social, realizar 
dichas cotizaciones, siendo imprescriptibles, los aportes a la pensión, por ser de la esencia de la 
prestación pensional, la cual por ser vitalicia, reviste la naturaleza de un derecho imprescriptible e 
irrenunciable, pudiéndose reclamar en cualquier tiempo, conforme a lo preceptuado en el inciso 2º 
del artículo 22 de la Ley 100 de 1993, según el cual, el empleador responderá por la totalidad del 
aporte, aun en el evento de que no hubiere efectuado el descuento al trabajador, resultando 
procedente, que dichas cotizaciones mora hagan parte del reconocimiento pensional o la 
reliquidación.  
 
Ahora bien con respecto a la solicitud de intereses moratorios por el no reajuste de mesada 
pensional la sentencia SL 4338 de 2019 se pronunció argumentando: “Así mismo, se observa que el 
demandante solicitó el reconocimiento de los intereses moratorios sobre las sumas adeudadas y no 
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canceladas oportunamente, no habiendo lugar a ellos, porque conforme a la posición mayoritaria 
de la Sala, no son de aplicación en el caso en concreto, por tratarse de reajustes pensionales, tal y 
como se ha sostenido entre muchas otras en la sentencia CSJ SL1479-2018, en donde se rememoró 
la CSJ SL6852017, que reiteró la CSJ SL11427-2016 “  
 
A su vez, es necesario traer a colación T-586-2012 en la cual se CONFIRMA la sentencia proferida el 
9 de febrero de 2012 por el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria que, 
a su vez, confirmó la dictada el 19 de enero de 2012 por el Consejo Seccional de la Judicatura de 
Bogotá, Sala Jurisdiccional Disciplinaria en la cual se expresa: “El cargo está orientado a que se 
determine jurídicamente, la improcedencia de los intereses previstos en el artículo 141 de la Ley 
100 de 1993, cuando se trata de mora en el pago de diferencias o reajustes pensionales, y no de la 
cancelación completa de la correspondiente mesada.  
  
Así mismo, por medio de la sentencia T-588 de 2003, se abordaron las posibles dudas que pudieran 
surgir respecto de la debida interpretación de los plazos con que cuentan las autoridades para 
responder a peticiones pensionales. Sostuvo la Corte en esta ocasión: “Para fijar cuál es el término 
que establece la ley para resolver sobre las peticiones relacionadas con las prestaciones de la 
seguridad social en pensiones, y en este sentido definir cuál es exactamente el contenido del 
derecho fundamental de petición en este punto, la Corte ha recurrido a una interpretación integral 
de tres normas diversas pero que concurren a la configuración legal del derecho de petición. Estas 
normas están contenidas en el artículo 6º del C.C.A., en el artículo 19o del Decreto 656 de 1994 y 
en el artículo 4o de la ley 700 de 2001, cuyos textos son los siguientes:  
 
(...) Ahora, para determinar cuál es el contenido del derecho de petición en materia de pensiones, 
la Corte ha tenido que fijar el alcance del enunciado del artículo 4o de la ley 700 de 2001. Para ello 
la Corte ha recurrido a una interpretación sistemática de las normas que regulan el ejercicio del 
derecho de petición en materia de seguridad social en pensiones (CCA, Decreto 656 de 1994 y ley 
700 del 2001), y a una interpretación literal del enunciado del referido artículo 4o. Sobre el punto, 
en la sentencia T-001 de 2003 la Corte afirmó: (...) Como se observa, el máximo plazo para decidir o 
contestar una solicitud relacionada con pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia es de cuatro 
meses. Hasta el momento no hay norma alguna que fije un término diferente para la respuesta a la 
solicitud en materia de pensión para las sociedades administradoras de fondos del régimen de 
ahorro individual, para el Seguro, o para Cajanal. En consecuencia, se debe seguir aplicando por 
analogía el artículo 19o trascrito.  
  
Por último, la sentencia C-1024 de 2004 precisó: “De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo 
a las solicitudes en materia pensional (reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez así como 
las relativas a reliquidación y reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 19 y Ley 797 
de 2003, artículo 9°).  
  
Debe precisarse que el término de cuatro meses no es aplicable en el caso en que se trate del 
reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto allí opera el término fijado 
por el artículo 1o de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo dos (2) meses después de radicada la 
solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho. 
Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o reliquidación de una 
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pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses a partir del momento en que se eleve 
la solicitud por el peticionario, para realizar efectivamente el pago de las mesadas pensionales. 
(Artículo 4° Ley 700 de 2001)” El más reciente pronunciamiento sobre este punto fue expuesto por 
la misma Corte Constitucional en la sentencia SU-065 de 2018 donde recordó que la postura 
asumida por este organismo en sede de control abstracto y concreto, indica que las entidades 
encargadas del reconocimiento de prestaciones propias del sistema de seguridad social están 
obligadas a reconocer el pago de intereses por mora a los pensionados a quienes se les ha 
reconocido su derecho prestacional en virtud de un mandato legal, convencional o particular. 
Inclusive, ello sucede con independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento 
en la Ley100 de 1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho 
de la cancelación tardía de las mesadas pensionales; reiterando en este sentido, la causación de 
dichos intereses a partir de la expiración del plazo de los 6 meses para hacer efectivo el ingreso a 
nómina y pago de las mesadas pensionales.  
  
 Visto lo anterior, para darle prosperidad a la acusación basta decir, que como bien lo pone de 
presente el recurrente, esta Corporación ya tuvo la oportunidad de estudiar y definir el tema, en 
cuanto se ha precisado que los mencionados intereses moratorios consagrados en el artículo 141, 
del nuevo ordenamiento en materia de seguridad social, sólo proceden en casos en que haya mora 
en el pago completo de las mesadas pensionales, más no frente al reajuste a las mismas por 
reconocimiento judicial. De igual forma, su improcedencia resulta por el hecho de no tratarse de 
una pensión gobernada por la Ley 100 de 1993, tal como lo tiene establecido con insistencia la Corte. 
  
Acorde a las normas pre citadas, se puede inferir de manera clara y precisa que la obligación de 
efectuar la afiliación y los aportes al Sistema General de Pensiones se encuentra en cabeza de los 
empleadores y no de las Administradoras de Fondos de Pensiones, razón por la cual, el demandante, 
no tendría derecho a reconocimiento y pago de una pensión vejez por parte de Colpensiones.  
 
La presente certificación se emite en la ciudad de Bogotá a los 08 días del mes de junio de 2023.  
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